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Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza
“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se modifican diversas disposiciones de la Ley de Hacienda del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Planteada por la Lic Miriam Cárdenas Cantú Magistrada Presidenta del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 12 de Junio de 2018.

Turnada a la Comisión de Hacienda.

Fecha del Dictamen:
Decreto No. 

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:

Honorable Congreso del Estado Independiente, 
Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza 
PALACIO DEL CONGRESO 
PRESENTE 

Miriam Cárdenas Cantú, Presidenta del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Estado de Coahuila de Zaragoza en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 59, fracción III, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 11, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza y 152, fracción III, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, por acuerdo del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, aprobado en sesión celebrada el 6 de junio de 2018, me permito someter a la consideración de ese Honorable Congreso la presente iniciativa con proyecto de decreto, que modifica diversas disposiciones de la Ley de Hacienda del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente: 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El acceso a la justicia en nuestro país es gratuito; así lo estipula el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su párrafo segundo que a la letra señala: "Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales. " 
Por su parte, nuestra Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, también prevé en su artículo 154 el derecho a acceder a la justicia de manera pública, gratuita, pronta, expedita y completa para tutelar de manera efectiva los derechos fundamentales de las personas, así como los principios por los que se debe regir la misma. 
Pero, en este tenor, cabe cuestionar ¿qué debe entenderse por gratuidad en el acceso a la justicia? Según la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su tesis PJ 72/99, sobre el alcance de la prohibición constitucional de las costas judiciales, lo que prohíbe el ya citado artículo 17 constitucional es que el gobernado pague a quienes imparten o administran la justicia, por parte del Estado, una determinada cantidad de dinero por la actividad que realiza el órgano jurisdiccional; es decir que, las jueces, jueces, magistradas y magistrados, así como el resto del personal jurisdiccional, deben ser pagados por el Estado, no por los abogados litigantes ni por los particulares.
Sin embargo, surge confusión cuando dentro del poder judicial se realizan cobros por algunos de los servicios que en él se prestan como el servicio de fotocopiado o la expedición de certificados. 

Para ser más específicos, el Código Fiscal para el Estado en su artículo 3 prevé las contribuciones que puede tener el Estado, entre ellos se incluye a los derechos, definidos éstos como: “aquellas contribuciones establecidas en la ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público del Estado, así como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público”, esto es, las contribuciones son las que permiten que el Estado pueda desempeñarse correctamente en sus funciones y, en específico, el pago de los derechos sirve para costear los gastos que genera un servicio que es proporcionado al contribuyente. 
Por otro lado, cabe considerar que el Presupuesto de Egresos del Poder Judicial que autoriza el Congreso del Estado debe destinarse al pago de nómina del personal en activo y de pensionados, la compra de materiales y suministros, la contratación de servicios generales, así como para la adquisición de bienes muebles. Tal como se dio a conocer en el informe de labores correspondiente a 2017, ese presupuesto se dividió en: 84% al pago de nóminas y pensiones y el 16% restante para cubrir gastos de operación, esto es, la compra de materiales y consumibles, el pago de servicios básicos como agua y energía eléctrica, el pago de arrendamientos, la contratación de servicios y la adquisición de bienes muebles, inmuebles e intangibles. Así, tan sólo de esos gastos de operación, en ese año se destinó 42% a cubrir arrendamientos y servicios básicos.

Además, con la implementación de los nuevos sistemas en justicia penal y en justicia familiar, ha sido necesario contar con bienes inmuebles y mobiliario para dar cumplimiento con estas disposiciones, los cuales requieren de mantenimiento continuo para operar de manera correcta. Esto implica la erogación de más recursos financieros por parte del poder judicial. 
Ahora bien, cabe precisar que en el rubro concerniente a la recaudación de ingresos, así como a la posibilidad de que el Poder Judicial este facultado para presentar esta iniciativa que tiene que ver con la materia hacendaria, resulta conveniente aludir al concepto de administración de justicia; la doctrina expone que del mismo se derivan dos acepciones: La primera que concibe a la administración de justicia como sinónimo de impartición de justicia; esto es, alude a la función jurisdiccional que desarrollan las y los jueces. La segunda acepción tiene que ver con describir la función del gobierno y la administración de los tribunales y órganos jurisdiccionales del Estado.

Para ahondar en aquellos contextos, cabe referir que, desde el surgimiento del Estado liberal, a partir del principio de separación de poderes acuñado por Montesquieu, se generó la necesidad de que los órganos encargados de ejercer la función jurisdiccional fuesen distintos de aquellos a los que desarrollaran las funciones políticas y administrativas del Estado, estableciéndose entonces la división de poderes, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 
En México, desde el Acta Constitutiva de la Federación Mexicana de 1824, se adoptó la denominación francesa de administración de justicia como sinónimo de impartición de justicia;
 dicha designación se ha ido trasladando a través del tiempo para incrustarse en la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos que actualmente nos rige.

Así, el término administración de justicia, utilizado como sinónimo de impartición de justicia, es un concepto arraigado en el sistema legal mexicano. A este significado lo podemos catalogar como la concepción restringida de la administración de justicia. 
El otro significado o acepción del concepto de administración de justicia es más reciente y proviene de las reformas constitucionales de 1994 que, entre otros aspectos relevantes, incluyó la creación del Consejo de la Judicatura Federal, el cual funge órgano encargado de la administración, vigilancia, disciplina y de la carrera judicial de quienes laboran en los órganos jurisdiccionales federales. 

En conjunto, con la creación de dicho órgano, se dotó al término administración de justicia de una nueva acepción que comprende, además de la administración de la carrera judicial, la inspección y disciplina de las y los servidores públicos judiciales, la gestión de los recursos, humanos, financieros y materiales del Poder Judicial, en aras de garantizar la profesionalización de las personas que ejercen funciones jurisdiccionales y la independencia del Poder Judicial. A este significado se le cataloga como concepción amplia de la administración de justicia. 
De acuerdo a la definición que realiza el profesor Héctor Fix-Fierro, en su libro Tribunales, justicia y eficiencia, la concepción amplia de la administración de la justicia se puede entender, además, como el diseño, planeación, ejecución y evaluación de las políticas públicas que inciden en el funcionamiento de los sistemas judiciales.

A mayor abundamiento, cabe precisar que el Tribunal Constitucional de España diferenció ambos conceptos en que puede entenderse el término: por un lado determinó que cuando Constitución española utiliza la expresión “administración de justicia” en su artículo 149.1.5 -en un sentido análogo al que prevé la Constitución mexicana en su artículo 17-, se refiere a la vertiente práctica que efectúa el Poder Judicial, esta es, la función meramente jurisdiccional, en tanto que, cuando utiliza la expresión “administración de justicia” en los artículos 121 y 122, -similar al sentido del artículo 94 de la Constitución de México-, se entiende como la actividad que realiza un órgano constitucional específico, con el objeto de proporcionar recursos indispensables para asegurar la debida prestación del servicio público de justicia, distinguiendo una y otra concepción, al nombrar a la primera administración de justicia, y a la segunda “administración de administración de justicia”.

La administración de justicia, en su segunda concepción, constituye la función administrativa, complementaria e instrumental de la labor jurisdiccional, toda vez que se encuentra “subordinada al poder judicial en la medida en que consiste en el conjunto de medios personales y materiales que se ordenan al mejor cumplimiento de los fines del mismo”.

Es por estas razones, que se considera importante que el poder judicial obtenga por sí mismo ingresos con los cuales pueda apoyar el sostenimiento del gasto que implica el mantenimiento de los inmuebles, la adquisición de materiales o el pago de servicios generales, no porque se cobre el acceso de las personas a la justicia, pues como ya se mencionó, el salario de los funcionarios que laboran dentro de ese poder público, es totalmente cubierto por el Estado. 
En este sentido, se propone reformar la Ley de Hacienda del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo objeto es regular los ingresos de la Hacienda Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza por los diversos conceptos tributarios y que se establezcan las tarifas por los servicios que preste el Poder Judicial, a fin de que esté en posibilidad de cobre por estos conceptos: 

I. El Taller de orientación prematrimonial que imparte el Poder Judicial del Estado por conducto del Instituto Estatal de la Defensoría Pública. 

II. Bases de licitación pública nacional para obra pública y servicios relacionados con la misma. 

III. Búsqueda de datos en el Archivo Judicial. 

IV. Curso de preparación en materia de mediación, por parte del Centro de Medios Alternos de Solución de Controversias. 

V. Certificación como mediador privado por parte del Centro de Medios Alternos de Solución de Controversias. 

VI. Validación extemporánea de convenios de mediación privada, ante el Centro de Medios Alternos de Solución de Controversias. 

VII. Certificación como mediador privado capacitado por otras instituciones. 

VIII. Curso de capacitación impartido por el Instituto de Especialización Judicial. 

IX. Copia simple. 

X. Copia certificada. 

XI. Constancia de no registro en el REDAM. 

XII. CD/DVD con la grabación de audiencia en materia penal o familiar. 
XIII. Reposición de credencial institucional. 

XIV. Validación de contenidos de capacitación en materia de Mecanismos Alternos de Controversias. 

XV. Renta de instalaciones para la impartición de cursos, talleres, conferencias, encuentros, seminarios, coloquios y demás actividades académicas, por parte de particulares e instituciones privadas. 

Las cantidades que se obtengan por los conceptos anteriores irán directamente al Fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, el cual de acuerdo a la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, en su artículo 148 se integra, entre otros, por los ingresos que se produzcan por la administración de valores o cualquier otra prestación autorizada en la ley. Este mismo ordenamiento, precisa que el mencionado fondo se destinará a la adquisición de los bienes materiales requeridos para la administración de justicia. 

Por lo anterior, me permito presentar ante esta Honorable Asamblea para su estudio, discusión y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa de: 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICONES DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 
Artículo Único. Se reforman los artículos 164, 165, 166 y 167; se adiciona el CAPÍTULO DÉCIMO SEGUNDO que se denominará POR SERVICIOS DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA y, se deroga la fracción XXXII del artículo 87 de la Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza para quedar como siguen: 

ARTÍCULO 87.-... 

…

I. a XXXI. ...
XXXII. Se deroga 
XXXIII a XXXIV .... 

CAPITULO DÉCIMO SEGUNDO 

POR SERVICIOS DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

ARTÍCULO 164.- Los servicios que se presten por el Poder Judicial del Estado distintos a los materialmente jurisdiccionales, en cualquiera de sus órganos. 
SUJETO 
ARTÍCULO 165.- Son sujetos de este derecho las personas físicas y morales que soliciten los servicios a que se refiere el artículo anterior. 

ARTÍCULO 166.- Los servicios a que se refiere el presente Capítulo, causarán derechos conforme a la siguiente: 

TARIFA 

I. El Taller de orientación prematrimonial que imparte el Poder Judicial del Estado por conducto del Instituto Estatal de la Defensoría Pública, $200.00 (DOSCIENTOS PESOS 00/100 M.N.) por pareja. 

II. Bases de licitación pública nacional para obra pública y servicios relacionados con la misma, $ 2,000.00 (DOS MIL PESOS 00/100 M.N.) 

III. Búsqueda de datos en el Archivo General Judicial, $50.00 (CINCUENTA PESOS 00/100 M.N.) 

IV. Curso de preparación en materia de mediación, por parte del Centro de Medios Alternos de Solución de Controversias, $2,000.00 (DOS MIL PESOS 00/100 M.N.) 
V. Certificación de mediadores, $500.00 (QUINIENTOS PESOS 00/100 M.N.) 
VI. Validación extemporánea de convenios de mediación privada, ante el Centro de Medios Alternos de Solución de Controversias. $500.00 (QUINIENTOS PESOS 00/100 M.N.) 

VII. Certificación como mediador privado capacitado por otras instituciones, $500.00 (QUINIENTOS PESOS 00/100 M.N.) 

VIII. Curso de capacitación impartido por el Instituto de Especialización Judicial a personas externas al Poder Judicial, $300.00 (TRESCIENTOS PESOS 00/100 M.N.) 

IX. Copia simple $1.50 (UN PESO 50/100 MN.) 

X. Copia certificada $3.00 (TRES PESOS 00/100 M.N.) 

XI. Constancia de no registro en el Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos, $100.00 (CIEN PESOS 00/100 M.N.) 

XII. CD/DVD con la grabación de audiencia en materia penal o familiar, $30.00 (TREINTA PESOS 00/100 M.N) 

XIII. Reposición de credencial institucional $150.00 (CIENTO CINCUENTA PESOS 00/100 M. N.) 

XIV. Validación de contenidos de capacitación en materia de Mecanismos Alternos de Controversias $2,500.00 (DOS MIL QUINIENTOS PESOS 00/100 M.N.) 

XV. Renta de instalaciones para la impartición de cursos, talleres, conferencias, encuentros, seminarios, coloquios y demás actividades académicas, por parte de particulares e instituciones privadas. $500.00 (QUINIENTOS PESOS 00/100 M.N.) por hora. 

PAGO 
ARTÍCULO 167. El pago de los servicios a que se refiere este Capítulo, deberán efectuarse en las Instituciones de Crédito o establecimientos o medios autorizados, de manera previa a la prestación del servicio. 
TRANSITORIOS
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Sin otro particular, envío un cordial saludo. 
ATENTAMENTE 
LA PRESIDENTA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA Y DEL CONSEJO 
DE LA JUDICATURA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
MIRIAM CÁRDENAS CANTÚ
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